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Voto particular que formulan los Magistrados don 
Guillermo Jiménez Sánchez, don Javier Delgado Barrio 
y don Roberto García-Calvo y Montiel respecto del fallo y 
de algunos extremos de la fundamentación jurídica de la 
Sentencia dictada en la cuestión de inconstitucionalidad 

núm. 3180-2004
Como se advierte en el fundamento jurídico 2 de la 

Sentencia respecto de la cual se formula este voto particu-
lar, la cuestión que plantea la cuestión de inconstituciona-
lidad en la cual se pronuncia «es sustancialmente idéntica 
a la [...] resuelta por este Tribunal en su Sentencia 273/2005, 
de 27 de octubre, en la medida en que tanto el objeto del 
proceso constitucional como el parámetro constitucional 
de control de este asunto coinciden con los que confor-
maron la decisión que adoptamos en ella». De ahí que 
siguiendo la doctrina de la referida resolución se estime la 
cuestión de inconstitucionalidad planteada respecto al 
artículo 133, párrafo primero, del Código civil, en la redac-
ción dada por la Ley 11/1981, de 13 de mayo, y, conse-
cuentemente, se declare inconstitucional dicho precepto, 
si bien no su nulidad, con el proclamado objeto de evitar 
un vacío normativo indeseable.

Habiendo ya manifestado en el correspondiente Voto 
particular nuestra disconformidad con el FALLO de la 
STC 273/2005, así como, por remisión al voto particular 
evacuado en relación con la STC 138/2005, con diversos 
extremos esenciales de la fundamentación jurídica que lo 
sustenta, entendemos que, en aras de una mínima econo-
mía de expresión, es suficiente ahora reiterar, con el 
mayor respeto al criterio contrario de la mayoría, nuestra 
opinión disconforme con la estimación de esta nueva 
cuestión de constitucionalidad, remitiéndonos, a nuestra 
vez, para el desarrollo de la argumentación que sustenta 
nuestro posicionamiento, a lo expuesto en los citados 
Votos.

Baste, simplemente, insistir en que entendemos 
ahora, de nuevo, que las consideraciones desarrolladas 
en la fundamentación jurídica de la Sentencia respecto de 
la cual expresamos nuestra divergencia suponen, esen-
cialmente, la adopción de un criterio contrario al seguido 
por el legislador al reformar en 1981 la tradicional regula-
ción de las acciones de filiación para acomodarla a los 
principios y valores constitucionales. Ciertamente la 
opción legislativa a la que responde la reforma de dicha 
regulación no es la única constitucionalmente admisible. 
Y cabe incluso admitir que la evolución de la sociedad, en 
el marco del acelerado proceso histórico de nuestro 
tiempo, pudiera hacer aconsejable acomodar a las cir-
cunstancias del tiempo presente el régimen establecido 
por el párrafo primero del artículo 133 del Código civil, 
ampliando la legitimación en él establecida para el ejerci-
cio de la acción de reclamación de la filiación no matrimo-
nial en caso de falta de la posesión de estado.

Pero ello no significa, en modo alguno, que dichas 
nuevas y diversas normativas, por lógico encuadre o aco-
modo constitucional que tuviesen, hayan de entenderse 
exigidas por nuestra Ley de leyes, a la cual, por las razo-
nes que expusimos en los votos particulares a los que 
éste se remite, no resulta contrario el sistema de acciones 
de filiación establecido en la reforma de 1981 ni (por el 
tema concreto que plantea la cuestión de inconstituciona-
lidad resuelta por la Sentencia de la que discrepamos), en 
particular, el régimen de la legitimación para el ejercicio 
de la acción de reclamación de la filiación no matrimonial 
en caso de falta de la posesión de estado establecido en el 
párrafo primero del artículo 133 del Código civil, que 
encuentra natural y perfecto acomodo en la preferencia 

acordada por el artículo 39.2 de la Constitución a la pro-
tección integral de los hijos.

Firmamos este Voto particular en Madrid, a dieciséis 
de febrero de dos mil seis.–Guillermo Jiménez Sánchez.–
Delgado Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Firmado 
y rubricado.

Voto particular que formulan los Magistrados don Eugeni Gay 
Montalvo, doña Elisa Pérez Vera y don Ramón Rodríguez 
Arribas respecto de la Sentencia del Pleno de este Tribunal 
dictada en la cuestión de inconstitucionalidad núm. 3180-2004

Con el mayor respeto hacia el criterio mayoritario 
reflejado la Sentencia y de acuerdo con la opinión discre-
pante que defendimos en la deliberación, nos sentimos 
en la obligación de ejercitar la facultad prevista en el artícu-
lo 90.2 LOTC a fin de ser coherentes con la posición ya 
mantenida en la anterior ocasión en que el Pleno tuvo 
ocasión de pronunciarse sobre la constitucionalidad del 
artículo 133 del Código civil.

Nuestra opinión sobre este tema ya la expresamos 
con profusión en el Voto particular que formulamos los 
Magistrados doña Elisa Pérez Vera y don Eugeni Gay 
Montalvo, al que se adhirió el Magistrado don Ramón 
Rodríguez Arribas, a la Sentencia de Pleno de 27 de octu-
bre de 2005 en la que se resolvía la cuestión de inconsti-
tucionalidad núm. 1687/98, sobre esta misma materia y 
donde básicamente afirmábamos que debía haberse des-
estimado la cuestión planteada por ser el artículo 133 del 
Código civil conforme con el artículo 24.1 CE, en relación 
con el artículo 39.2 CE. En concreto, porque consideramos 
que el progenitor dispone de otras vías, al margen de la 
reclamación, para que quede determinada la filiación no 
matrimonial; vías por las que se tiene acceso a los órga-
nos judiciales, de suerte que la privación de legitimación 
activa para instar una reclamación judicial, cuando falte la 
posesión de estado, no resulta desproporcionada ni vul-
neradora del derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión, habida cuenta los bienes constitucionales que se 
tratan de proteger a través de esta medida.

Por ello, en coherencia con nuestros precedentes 
votos, y sin perjuicio del respeto que nos merecen las 
opiniones de la mayoría expresadas en esta y en aquella 
Sentencia, entendemos que también aquí debió desesti-
marse la cuestión planteada.

En Madrid, a dieciséis de febrero de dos mil seis.–Eugeni 
Gay Montalvo.–Elisa Pérez Vera.–Ramón Rodríguez Arri-
bas.–Firmado y rubricado. 

 4767 CORRECCIÓN de error del fallo de la Senten-
cia 126/2005, de 23 de mayo de 2005, del Tribu-
nal Constitucional, publicado en el suplemento 
al «Boletín Oficial del Estado» núm. 148, de 22 
de junio de 2005.

Advertido error en el fallo de la Sentencia núm. 126/2005, 
de 23 de mayo de 2005, del Tribunal Constitucional, publicado 
en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado» núm. 148, de 
22 de junio de 2005, se transcribe a continuación la oportuna 
corrección aprobada por Auto 285/2005, de 4 de julio:

En la página 13, primera columna, sexto párrafo, donde 
dice: «2.º Declarar la nulidad del acuerdo del Excmo. Ayun-
tamiento de Córdoba núm. 256/1994, de 15 de abril», debe 
decir: «2.º Declarar la nulidad del Acuerdo del Excmo. Ayun-
tamiento de Córdoba núm. 478/1994, de 22 de julio». 
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